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San Nicolás de los Garza, Nuevo León, a 4 cuatro de marzo del año 2026 

dos mil veintiséis. 

 
1. Datos de identificación. 

 
 

Expediente judicial: **********. Procedimiento oral de alimentos. 

Demandante: **********, en representación de su hijo menor de edad ********** 

Demandado: ***********. 

 
2. Síntesis. 

 
Se dicta sentencia definitiva en la que se declara fundado el juicio oral de 

alimentos. 

 
3. Transparencia y Glosario. 

 
 

Conforme al artículo 99, fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de Nuevo León, se deben cuidar y proteger de 

publicidad los datos de las partes, de tal manera que se expondrá el listado de 

referencias de los sujetos procesales a fin de evitar citar sus nombres. 

 
De igual modo, como glosario se expondrá un catálogo de los ordenamientos 

legales utilizados, que aparecen con su denominación simplificada para una lectura 

simple del fallo. 

 

 

Demandante, actora ********** 

Demandado, 

enjuiciado 

********** 

Acreedor, menor de 

edad 

********** 

Ley orgánica Ley Orgánica del Poder Judicial del 

Estado de Nuevo León. 

Código procesal, 

código de 

procedimientos 

Código de Procedimientos Civiles del 

Estado de Nuevo León. 

Código civil, ley 

adjetiva civil 

Código Civil para el Estado de Nuevo 

León. 

Constitución Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 



4. Resultando. 
 
 

4.1. Por escrito presentado ante la oficialía de partes de este distrito judicial, 

compareció la actora solicitando alimentos en representación de su menor hijo. 

 
Admitida la demanda, se llamó a juicio a la parte demandada quien dio 

contestación a la demanda incoada en su contra, por lo que, una vez agotadas las 

etapas procesales se ordenó el dictado de la sentencia, misma que ha llegado el 

momento de pronunciar. 

 
5. Considerando. 

 
 

5.1. Naturaleza jurídica de la sentencia. La presente resolución es una 

sentencia definitiva, pues decide el negocio en lo principal. Consecuentemente, 

deberá ser clara, precisa y congruente con la demanda inicial y con las pretensiones 

deducidas en la misma, decidiendo todos los puntos que hayan sido objeto 

del debate. 

 
5.2. Competencia. Esta autoridad es competente para conocer del presente 

negocio dado que el domicilio que habita el acreedor alimentista se encuentra dentro 

de la jurisdicción territorial de este juzgado, de conformidad con los artículos 111, 

fracción XIII, del código de procedimientos, así como 6 y 35 Bis de la ley orgánica. 

 
5.3. Vía. La acción para pedir alimentos se sujeta al procedimiento oral 

conforme al diverso 989, fracción II, del código de procedimientos, la vía es la 

correcta. 

 
6. Planteamiento del problema. 

 
6.1. Fondo del asunto. La promovente, acude a demandar los alimentos en 

representación de su menor hijo, a cargo del demandado. 

 
Por lo tanto, el problema jurídico a resolver es determinar si se acreditan los 

elementos de la acción de alimentos que conforme al artículo 1068 del código de 

procedimientos, son: 

 
I. Título en cuya virtud se piden. 

II. Capacidad económica del demandado. 
 
 

La necesidad se presume en favor del ahora acreedor alimentista, por el solo 

hecho de ser menor de edad. 
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6.1.1 Título. Se prueba con la certificación de nacimiento de su menor hijo, 

misma que tiene valor probatorio pleno, de conformidad con los artículos 239, 

fracción II, 287, fracción IV y 369 del código procesal, para tener por demostrado el 

vínculo filial que une tanto a la actora, como al demandado con el acreedor en 

comento, de ahí la obligación de otorgar alimentos a dicho infante, conforme a lo 

establecido en el ordinal 303 del código civil. 

 
6.1.2 Capacidad económica del demandado. Se demuestra con las 

probanzas que enseguida se detallan. 

 
Obran agregados en autos los siguientes informes rendidos por: 

a) Dirección de Recursos Humanos de **********quien en fecha 17 
diecisiete de septiembre de 2025 dos mil veinticinco, informó que el 
demandado es trabajador de **********de esos servicios, con fecha de 
ingreso el día 1 uno de junio de 2020 dos mil veinte, teniendo un 
salario mensual de $8,844.93 (ocho mil ochocientos cuarenta y cuatro 
93/100 moneda nacional), más prestaciones que a continuación se 
desglosan: 

 Ayuda renta: 37.5% de su salario, se paga mensualmente. 

 Fondo de ahorro: 18.2% de su salario, y se paga en junio y 
diciembre de cada año. 

 Despensa: 43.5%, de su salario, se paga mensualmente en 
bonos. 

 Transporte: $75.00 por día laborado. 

 Puesto tabulado: ********** 

 Aguinaldo: 77 días por año. 

 Prima vacacional: 21 días por año. 

 Pago: semanal. 

Además que de acuerdo a su antigüedad y por necesidades de la 
institución, puede cubrir diferentes categorías temporalmente, 
mencionando que actualmente labora en la categoría **********, con un 
salario mensual de $9,738.62 (nueve mil setecientos treinta y ocho 
pesos 62/100 moneda nacional), más prestaciones. 

b) Apoderado legal de la sociedad "**********”, quien en fecha 24 
veinticuatro de septiembre de 2025 dos mil veinticinco, informó que no 
se encontró registro alguno del demandado como empleado de su 
representada. 

c) Jefa de la Oficina de Juicios Civiles y Asuntos Especiales del 
Instituto Mexicano del Seguro Social, en data 16 dieciséis de 
octubre de 2025 dos mil veinticinco, comunicó que con los datos 
estadísticos proporcionados, en la base de datos de ese órgano de 
operación administrativa desconcentrada regional, el demandado se 
encuentra registrado como empleado de **********, teniendo como 
fecha de alta el día 31 treinta y uno de marzo de 2014 dos mil catorce, 
con un sueldo diario de $986.25 (novecientos ochenta y seis pesos 
25/100 moneda nacional) encontrándose vigente a la fecha de su 
contestación de oficio. 

 
Documentales privada y públicas, respectivamente a las que se les concede 

valor probatorio acorde a lo establecido por los numerales 239 fracciones II y III, 



287, 290, 297, 369 y 373 del código procesal, pues ninguna de las partes las objetó 

de falsedad, con las que se justifica el potencial laboral y económico del 

demandado, concediéndose eficacia demostrativa únicamente a las identificadas 

con los incisos a) y c), pues se advierte que se encuentra registrado como empleado 

de un patrón determinado y que por dicha actividad percibe ingresos, con lo que se 

acredita la posibilidad real del mismo para cumplir con la asignación de una pensión 

de alimentos, a favor de su descendiente, con excepción del informe restante, el 

cual, no obstante el valor conferido, carece de eficacia probatoria en el presente 

fallo al no contar con información del demandado. 

 
Teniendo además aplicación el criterio cuyo rubro es del tenor siguiente: 

PRUEBAS. EL VALOR PROBATORIO DE LAS MISMAS IMPLICA LA 
SATISFACCIÓN DE LOS REQUISITOS FORMALES QUE ESTABLECE LA 
LEY, MIENTRAS SU ALCANCE SE REFIERE AL ANÁLISIS QUE DE ELLAS 
REALIZA EL JUZGADOR EN ATENCIÓN A LAS REGLAS DE LA SANA 

CRÍTICA. 1 

 
Por otra parte, la actora ofreció como probanzas de su intención las 

siguientes: 

 
Confesional por posiciones a cargo del demandado; sin embargo, la 

oferente a través de su abogado autorizado se desistió del desahogo de la misma, 

sancionándose de conformidad por esta autoridad dicho desistimiento, tal y como 

se advierte de la videograbación de la audiencia llevada a cabo en 11 once de 

febrero del año 2026 dos mil veintiséis. 

 

 
Además, la accionante ofreció también como probanzas de su intención la 

presunción en su doble aspecto tanto legal como humano e instrumental por 

actuaciones, por lo que, tomando en consideración que de autos no se desprende 

que el demandado se encuentre incapacitado física o mentalmente para realizar 

una actividad laboral, pues se presume que puede hacerse de numerario necesario 

para cubrir con su obligación alimentaria a favor de su menor hijo, ello al haberse 

acreditado que el demandado se encuentra desempeñando una actividad laboral 

para patrón determinado, concluyéndose que cuenta con talento y potencial físico 

para desempeñar una actividad laboral, y con ello hacerse del numerario necesario 

para cubrir su obligación alimentaria. Presunción humana, a la que le asiste 

relevancia demostrativa. 

 

 
Conjuntamente que de autos se desprende que el demandado nació el día 

**********por tanto actualmente cuenta con **********, la cual se considera una edad 
 

 

1
 Registro digital: 170211 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materia(s): Civil Tesis: I.3o.C.665 

C Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVII, Febrero de 2008, página 2370 Tipo: Aislada. 
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productiva, pues debe de tenerse en consideración que, la capacidad económica 

del demandado, no tiene una connotación estrictamente pecuniaria, sino más bien 

está referida a la aptitud, posibilidad o talento de todo sujeto para trabajar y generar 

riqueza y se presume tiene el potencial necesario para generar un caudal, hacienda 

o riqueza para hacer frente a sus obligaciones en esta materia, con la cual puede 

cubrir las necesidades de su acreedor. 

 

 
Asentado lo anterior, es el caso reiterar que se tiene que la parte demandada 

cuenta con potencial económico para hacer frente a sus propias necesidades y al 

pago de una pensión alimenticia para su hijo, ello de conformidad a lo establecido 

por los artículos 223, 239 fracción VIII, 355, 356, 357, 358, 359 y 387 del código de 

procedimientos y 311 del código civil, en correlación con el criterio cuyo rubro dice: 

ALIMENTOS. LA CAPACIDAD DEL DEUDOR PARA SUMINISTRARLOS 
NO TIENE UNA CONNOTACIÓN ESTRICTAMENTE ECONÓMICA.2 

 
Respecto a la confesional ficta ofrecida, no le arroja beneficio alguno a la 

parte oferente. 

 
En tal virtud, siendo que como ya antes quedó expuesto, en el presente juicio 

quedaron debidamente justificados los elementos de la acción que hizo valer la 

parte actora, en representación de su hijo menor de edad, según lo dispuesto por el 

precitado numeral 1068 de la codificación adjetiva de la materia, ello en los términos, 

así como bajo los fundamentos de derecho precisados al efecto, esta autoridad 

determina que la accionante cumplió con la carga procesal que le impone el numeral 

223 del Código de Procedimientos. 

 
Bajo ese tenor, dada la presunción legal a favor del acreedor acerca de su 

necesidad de percibir alimentos, corresponde ahora al demandado la destrucción 

de la misma, pues obligar a la accionante a demostrar lo contrario, sería tanto como 

obligar a la parte acreedora a demostrar una negación; en consecuencia, acorde a 

lo dispuesto en la parte final del artículo 1068 de la codificación de procedimientos 

y 321 bis, del código civil, le asiste por ley la presunción de necesitar los alimentos 

y no pesa sobre ella, sino sobre el demandado, la carga de desvirtuar esa condición; 

siendo al efecto aplicable en identidad de criterio al sustentado por esta autoridad 

la Jurisprudencia que a continuación se cita: 

ALIMENTOS, CARGA DE LA PRUEBA (LEGISLACION DEL ESTADO DE 
PUEBLA). 3 

 

2
 Registro digital: 175157. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Novena Época. Materia(s): Civil. Tesis: VI.2o.C.489 

C. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, Mayo de 2006, página 1674. Tipo: Aislada. 
3
Registro digital: 192661 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materia(s): Civil Tesis: VI.3o.C. J/32 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo X, Diciembre de 1999, página 641 Tipo: Jurisprudencia. 



Así pues, con los elementos de prueba descritos y a los cuales se les 

concedió valor se estima que ha quedado acreditado el segundo de los 

elementos de la acción ejercida. 

 
Consecuentemente, se estima probado el segundo elemento de la acción de 

cuenta, esto es, la capacidad económica del demandado. 

 
6.1.3. Excepciones y defensas del demandado. Del escrito de 

contestación se aprecia que, a manera de defensas y excepciones, esgrimió en lo 

que interesa lo siguiente: 

a) Que siempre ha cumplido con su obligación. 

b) Cuenta con otro descuento por concepto de alimentos de diversos 

acreedores alimentistas. 

c) Que no ha dado motivo para la interposición de la demanda. 

 
EXCEPCIONES 

d) Falta de acción y carencia de derecho. 

 
En efecto, el demandado presentó el escrito de contestación formulando 

diversas defensas, respecto de las cuales algunas serán abordadas al unísono, 

dada la estrecha relación que guardan. 

 
Sin que tal manera de abordar el estudio de dichas defensas libere un 

perjuicio al demandado, o conlleve el quebrantamiento del principio de congruencia 

que debe regir en toda sentencia, pues lo que interesa no es, precisamente, la forma 

en que aquéllas sean examinadas, es decir, en su conjunto o globalmente, 

separando todo lo expuesto en distintos grupos o bien uno por uno y en el mismo 

orden de su exposición o en diverso orden, ya que lo que verdaderamente importa 

es el dato sustancial de que se estudien todas y de que ninguna quede libre de 

examen, cualquiera que sea la forma que al efecto se elija. 

EXCEPCIONES, EXAMEN DE LAS. 4 

 

 
Bajo ese orden de ideas, para acreditar sus defensas el demandado ofreció 

las siguientes pruebas: 

 
Confesional por posiciones a cargo de la parte actora; empero, el 

oferente a través de su abogado autorizado se desistió del desahogo de la citada 

probanza, sancionándose de conformidad por esta autoridad dicho desistimiento, 

tal y como se advierte de la videograbación de la audiencia de juicio. 

 
 

 

4
 Registro digital: 214059 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Octava Época Materia(s): Civil Fuente: Semanario 

Judicial de la Federación. Tomo XII, Diciembre de 1993, página 870 Tipo: Aislada. 
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Igualmente, ofreció la siguiente documental vía informe a cargo de la Jefa de 

la Oficina de Juicios Civiles y Asuntos Especiales del Instituto Mexicano del 

Seguro Social, en data 12 doce de diciembre de 2025 dos mil veinticinco, comunicó 

que con los datos estadísticos proporcionados, en la base de datos de ese órgano 

de operación administrativa desconcentrada regional, la accionante cuenta con un 

antecedente laboral como empleada de **********, teniendo como fecha de alta el 

día 2 dos de diciembre de 2024 dos mil veinticuatro, con salario diario de $565.47 

(quinientos sesenta y cinco pesos 47/100 moneda nacional), causando baja de esa 

relación laboral en fecha 31 treinta y uno de mayo de 2025 dos mil veinticinco. 

. 
Documental pública a la cual, se le concede valor probatorio pleno, de 

conformidad con lo dispuesto por los artículos 239, fracción II, 287, 291, 369 y 373 

del Código de Procedimientos, pero carece de alcance probatorio para desvirtuar la 

acción de alimentos que nos ocupa, pues el hecho de que la parte actora haya 

tenido previamente un registro laboral, y que por esa actividad haya percibido 

ingresos, no exime de la obligación a la parte reo, pues es obligación de ambos 

ascendientes el otorgar alimentos a su hijo menor de edad, aunado a que 

independientemente, si la actora trabaja o no, e inclusive si tiene un salario más alto 

que el demandado, es obvio que en mayor medida cubre las necesidades de su 

descendiente al tenerlo incorporado a su domicilio, dado que la obligación es para 

ambos progenitores, y habrá de distribuirse proporcionalmente. 

 
Teniendo además aplicación el criterio cuyo rubro es del tenor siguiente: 

PRUEBAS. EL VALOR PROBATORIO DE LAS MISMAS IMPLICA LA 
SATISFACCIÓN DE LOS REQUISITOS FORMALES QUE ESTABLECE LA 
LEY, MIENTRAS SU ALCANCE SE REFIERE AL ANÁLISIS QUE DE 
ELLAS REALIZA EL JUZGADOR EN ATENCIÓN A LAS REGLAS DE LA 

SANA CRÍTICA.5 

 
Finalmente, el demandado también ofertó las pruebas confesión judicial 

ficta, expresa o espontanea, actuaciones judiciales y presunciones legales y 

humanas, empero, analizadas que lo fueron las actuaciones del presente 

procedimiento, no se advierte alguna distinta que le favorezca. 

 
Analizados los elementos de prueba aportados por la parte demandada, es 

el caso proceder al análisis de las defensas y excepciones propuestas. 

 
 
 
 

 

5 Época: Novena Época Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta Tomo XXVII, Febrero de 2008 Materia(s): Civil Tesis: I.3o.C.665 C Página: 2370 



En relación a las defensas planteadas en los incisos a) y c), se traducen en 

una excepción de pago, de lo que debe decirse que, resultan improcedentes en 

razón que es de explorado derecho que, los alimentos, tienen la característica de 

ser de tracto sucesivo y de orden público, de ahí que una de las consecuencias de 

esas cualidades es que no puedan tenerse por cumplidas las pensiones 

alimentarias que aún no se actualizan o vencen, ello es así, porque el crédito 

alimentario tiene esas y otras características que lo hacen sui generis, es decir, 

diferente a cualesquier otro crédito; por ende, la sola manifestación, de no negarse 

a cumplir con los mismos, no permite tener por acreditado el cumplimiento de los 

mismos. 

 
Justamente, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 309 del código civil, 

existen dos formas de cumplir la obligación alimentaria a saber; la realizada 

en forma natural cuando los acreedores cohabitan en el domicilio del deudor 

alimentario y, la consistente en la asignación y pago de una pensión 

alimentaria cuando los acreedores no habitan con el deudor; en el caso 

justiciable está plenamente demostrado que el menor de edad afecto a la causa y 

el deudor alimentante se encuentran viviendo separados; en esa circunstancia, 

resulta incuestionable que se surte la segunda hipótesis mencionada, es decir, que 

el demandado debe asignar una pensión para los alimentos de su hijo, que 

sea proporcional a su capacidad económica y las necesidades del acreedor; 

de manera que, su hijo tiene derecho a que se determine una pensión alimenticia 

para el a cargo del enjuiciado, por lo que, no obstante que no se niegue a 

proporcionar una pensión, esto no impide que el acreedor acuda ante la autoridad 

jurisdiccional para que, judicialmente, se determine cuál será el monto a pagar por 

ese concepto; dicho de otro modo, no queda ni al arbitrio de las acreedoras señalar 

unilateralmente la cantidad que debe recibir para satisfacer sus alimentos, pero 

tampoco corresponde lo haga de mutuo propio el deudor, sino que debe 

establecerse por convenio entre deudor y acreedores o, en su defecto como sucede 

en el caso en estudio, mediante la determinación de autoridad. 

 
En esa tesitura, es evidente que, mientras ese monto no se haya fijado por 

convenio o sentencia definitiva, tampoco existe una cantidad determinada a pagar, 

por ende, no es viable demostrar que se está cumpliendo ese deber con el mero 

hecho de realizar aportaciones voluntarias, porque éstas no podrán ajustarse a un 

monto y periodicidad que aún no han sido fijado por convenio, ni judicialmente 

mediante sentencia. 

 
El legislador ordinario, de ninguna forma supeditó la reclamación de 

alimentos a la condición de incumplimiento de éstos; ello es así en razón de que, 

otras de las particularidades de la obligación alimentaria son las de ser periódica y 

continua, por tanto, únicamente quedarían, en caso de que así lo hubiera justificado, 
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acreditados los pagos de las pensiones vencidas, sin embargo, las futuras seguirían 

impagadas, pues ni aun por adelantado podrían liquidarse, al desconocerse el 

monto a pagar, por ignorarse también, las condiciones que habrían de prevalecer 

en el porvenir en cuanto a las necesidades de los acreedores y las posibilidades del 

deudor, de ahí que de acuerdo al contenido del artículo 1068 del código de 

procedimientos, para la reclamación de alimentos, únicamente se plasmó dos 

hipótesis a cumplir, el título en cuya virtud se pidan y justificar que el deudor cuenta 

con capacidad para otorgarlos, presumiéndose la necesidad de ellas. 

 
De tal modo que deviene indiscutible que no es posible acreditar el 

cumplimiento del deber alimentario y que incluso, su existencia o la falta de él, no 

están sujetos a litigio, máxime si se considera que el fin del presente juicio, redunda 

en la determinación del monto que por alimentos, debe otorgar el deudor a su 

acreedora, resultando inadmisible dejar al arbitrio y potestad del deudor alimentante 

su otorgamiento en la cantidad y momentos que decida, dejando a los acreedores, 

en el caso concreto su hijo, en una incertidumbre tal para ver colmadas sus 

necesidades alimenticias. 

 
Dicho en otros términos, es inexacto que tales circunstancias (que siempre 

ha cumplido con su obligación y no ha dado motivo para la interposición de la 

demanda inicial) haga infundada la acción para demandar los alimentos en la vía 

judicial, al entrañar éstos la supervivencia de quienes los reclaman, es decir, la 

acción respectiva procede inclusive sin que exista incumplimiento del deudor, ello 

debido a que los alimentos es una cuestión de orden público, por lo que es 

necesario, en aras de la seguridad jurídica de los acreedores alimentarios, que la 

autoridad judicial, tomando en cuenta las pruebas aportadas por las partes, fije el 

porcentaje o cantidad equitativa que deberá otorgarse, a efecto de que exista 

certeza respecto del cumplimiento en forma continua, permanente y total de dicho 

concepto, sin que se deje a la voluntad solamente de quien debe proporcionarlos, a 

efecto de dar a la vez certeza al acreedor alimentista del cumplimiento de dicha 

obligación, así mismo para que la cantidad y la forma en que se debe otorgar dicha 

pensión no quede al arbitrio del deudor alimentario. 

 
Por lo que, el hecho de que en su caso haya dado cumplimiento a su 

obligación, y que incluso por ello, ni por ninguna otra razón haya dado motivo para 

que se le demande, no es suficiente para denegar los alimentos solicitados, porque 

aún sin motivo negativo alguno por parte del enjuiciado, como ya se dijo, la acción 

respectiva procede inclusive sin que exista incumplimiento del deudor, o algún 

otro motivo imputable al deudor, sino que al entrañar la supervivencia del acreedor, 



éste tiene expedito su derecho para solicitar vía judicial su determinación, 

independientemente de las circunstancias que la pudieron originar. 

 
Luego, atendiendo a su defensa identificada con el inciso d), en cuanto a que 

el demandado cuenta con un descuento adicional a favor de otros acreedores 

alimentistas, acompañando copias certificadas de la sentencia definitiva dictada en 

el expediente judicial **********, relativo al **********, promovido por **********, en 

representación de sus hijos de iniciales **********y **********en contra de 

**********ante el Juzgado **********de Juicio Familiar Oral del **********Distrito 

Judicial en el Estado**********ello mediante escrito presentado en fecha 3 tres de 

noviembre de 2025 dos mil veinticinco (el cual fue remitido a esta autoridad por 

diverso juzgado en fecha 10 diez de noviembre de 2025 dos mil veinticinco). 

 
Documentales públicas que tienen valor probatorio pleno, de conformidad 

con los artículos 239, fracción II, 287, fracción VIII y 369 del código procesal, para 

tener por demostrada la obligación que tiene el enjuiciado con otros dos acreedores 

alimentistas, pues de las aludidas constancias, se advierte que el demandado de 

este asunto, fue condenado a pagar por concepto de pensión alimenticia a favor de 

esos acreedores, la cantidad equivalente al 30% treinta por ciento del salario y 

prestaciones que perciba con motivo de su trabajo, previas deducciones de ley, por 

lo que, constituye un hecho notorio que el demandado tiene la obligación también 

de cubrir la cantidad establecida por autoridad judicial homóloga. 

 
Con lo anterior, se justifica que el demandado cuenta con diversos 

acreedores al afecto en este juicio, quienes tomando en consideración el contenido 

del fallo definitivo dictado en ese asunto judicial, se desprende que en el momento 

de su dictado contaban con **********y **********años de edad, respectivamente, por 

lo que, se tiene la certeza de que su nacimiento fue previo al del menor de edad 

afecto a esta causa, ello considerando la certificación del registro civil relativa a su 

nacimiento que obra en autos, no obstante, dicha cuestión no es suficiente para 

desvirtuar ni excluir la acción ejercida por la parte actora en su representación. 

 
También, el hecho de que el demandado haga alusión a que siempre ha 

cumplido con su obligación, no resulta suficiente para decretar la improcedencia de 

la acción de alimentos que nos ocupa, al entrañar éstos la supervivencia del 

acreedor, es decir, la acción respectiva procede inclusive aun existiendo el 

cumplimiento o incumplimiento del deudor, debido a que los alimentos es una 

cuestión de orden público y una obligación de tracto sucesivo, por lo que es 

necesario, en aras de la seguridad jurídica de la acreedora alimentaria, que la 

autoridad judicial, tomando en cuenta lo acreditado y la presunción que le asiste, fije 

la cantidad equitativa que deberá otorgarse, a efecto de que exista certeza respecto 
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del cumplimiento en forma continua, permanente y total de dicho concepto, sin 

que se deje a la voluntad solamente de quien debe proporcionarlos, a efecto 

de dar a la vez seguridad del cumplimiento de dicha obligación, así mismo para que 

la cantidad y la forma en que se debe otorgar la pensión no quede al arbitrio del 

deudor alimentario. 6 7 8 

 
Pero además recordar que el monto de la pensión debe ser fijada por la 

autoridad para establecer la periodicidad y monto, sirviendo de base el siguiente 

criterio: 

PENSIÓN ALIMENTARIA. EL HECHO DE QUE EL DEUDOR 
ALIMENTARIO ACREDITE ESTAR DEPOSITANDO DETERMINADA 
CANTIDAD DE DINERO, NO HACE IMPROCEDENTE LA FIJACIÓN DE LA 
DEFINITIVA POR LA AUTORIDAD JUDICIAL (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE TABASCO). 9 

 
Luego, una vez concluida la descripción y análisis del material probatorio 

aportado por el demandado, se tiene que por lo que hace a los hechos que demostró 

el demandado, consistentes en que cuenta con otros acreedores con quienes 

también tiene la obligación de proporcionar alimentos, esto, en su caso sirve para 

tomarlo en cuenta al momento de fijar la pensión solicitada en este juicio, debiendo 

atender al principio de proporcionalidad entre cada uno de los acreedores, en 

comparación con la posibilidad económica del deudor, de conformidad con los 

artículos 303 y 311 del ordenamiento sustantivo civil. 

 
En conclusión se tiene que en cuanto a las pruebas que vertió el demandado, 

éste no logró con las mismas desvirtuar la acción ejercida en su contra, pues por un 

lado no desvirtuó el título, ni la necesidad con que cuenta su menor hijo afecto a 

este juicio de percibir alimentos, ni tampoco acreditó carecer de capacidad 

económica para hacer frente a sus obligaciones con sus acreedores. 

 

 
Por lo que, considerando que los hechos en que fundamentó la parte actora 

su demanda, no fueron puestos en tela de duda, pues las pruebas ofrecidas por la 

parte demandada resultaron ineficaces, incumpliendo con la carga probatoria que 

 

6
 Véase: Época: Novena Época Registro: 180965 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XX, Agosto de 2004 Materia(s): Civil Tesis: VII.3o.C. J/8 
Página: 1381. ALIMENTOS. SU PAGO EXTRAJUDICIAL NO HACE IMPROCEDENTE LA ACCIÓN LEGAL PARA 
DEMANDARLOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). 
7
 Época: Novena Época Registro: 187458 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XV, Marzo de 2002 Materia(s): Civil Tesis: XVI.1o.9 C Página: 1406 
PENSIÓN ALIMENTICIA. NO OBSTA PARA SU CONDENA LA CIRCUNSTANCIA DE QUE EL DEUDOR ALIMENTARIO 
CUMPLA INFORMALMENTE CON LA OBLIGACIÓN DE PROPORCIONARLA. 
8
 Época: Séptima Época Registro: 241876 Instancia: Tercera Sala Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la 

Federación Volumen 54, Cuarta Parte Materia(s): Civil Tesis: Página: 30 ALIMENTOS. CUANDO HAY DUDA SOBRE EL 
CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACION DEBEN DECRETARSE. 
9
 Época: Novena Registro: 173229, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: 

Seminario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXV, Febrero de 2007 dos mil siete, pagina 1551, Materia (s): Civil. 



le deriva de los artículos 223 y 224 del código de procedimientos civiles en el Estado, 

no destruyendo ni excluyendo la acción ejercida por la accionante. 

 

 
Acto seguido, en cuanto a la excepción como “falta de acción y carencia de 

derecho”, también resulta intrascendente, ya que es preciso resaltar que a fin de 

acreditar lo expuesto en la demanda se ofertaron los medios convictivos 

conducentes, mismos que fueron desahogados durante el presente juicio con los 

resultados que de autos se desprenden y que en la presente determinación se han 

dejado asentados, por lo que, se demostró lo conducente dentro de la presente 

acción, como es el título cuya virtud se solicitan los alimentos, así como la capacidad 

del demandado, conforme a lo previsto en el artículo 1068 de la ley adjetiva civil, y 

sus hechos enfocarse en torno a tales aspectos, sin que sea necesario se señalen 

otras cuestiones, pues solo con ello lo que corresponde al demandado es 

desvirtuarlo, y puede realizar una debida defensa de sus intereses, además que su 

excepción más que nada de su contenido, se advierte que las hace descansar en 

que la actora no tiene sustento legal para promover el presente juicio, es por lo que, 

se reitera que basta que se acredite el título en virtud del cual los solicitan, así como 

la capacidad económica del deudor, por tanto se tiene que no queda en estado de 

indefensión ante una posible oscuridad en la demanda. 

 
Situaciones que en todo caso, no son otra cosa que la simple negación del 

derecho ejercido, cuyo efecto jurídico, solamente puede consistir en el que 

generalmente produce la negación de la demanda, o sea, el de arrojar la carga de 

la prueba a la parte actora, y el de obligar al Juez a examinar todos los elementos 

constitutivos de la acción. 

 
Tiene aplicación a lo expuesto precedentemente el criterio siguiente: 

SINE ACTIONE AGIS.10 

 
En conclusión, se tiene que en cuanto a las defensas que vertió el 

demandado, éste no logró con las mismas desvirtuar la acción ejercida en su contra, 

pues por un lado no desvirtuó el título, ni la necesidad con que cuenta su hijo de 

percibir alimentos, ni tampoco acreditó carecer de capacidad económica para hacer 

frente a sus obligaciones con su acreedor, por el contrario a través de las diversas 

pruebas desahogadas se demostró que el demandado tiene el potencial económico 

para estar en aptitud de desarrollar una actividad laboral a través de la cual reciba 

cantidad remunerativa, lo cual incluso realiza, al acreditarse a través del informe 

rendido en autos, que se encuentra en una relación subordinada de trabajo. 

 
 

 

10
 No. Registro: 219,050. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 54, Junio de 1992. Tesis: VI. 2o. J/203. Página: 62 
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En esa misma línea expositiva, debe decirse, el término de capacidad 

económica o posibilidad real del deudor, depende -principalmente- de su activo 

patrimonial, según sea el monto de su salario o ingresos o el valor de sus bienes, 

así como los signos exteriores de riqueza que refleje, los que han de ser bastantes 

para cubrir la pensión demandada, sin menoscabo de atender sus propias 

necesidades, sobre todo cuando vive separado de su acreedor alimentario, lo que 

ocasiona que sus necesidades se incrementen, ello no implica que no pueda cubrir 

una pensión alimenticia a favor de su acreedor, sirviendo, solamente, para tomar en 

cuenta, los gastos de manutención, al momento de fijar la pensión solicitada en este 

juicio, debiendo atender al principio de proporcionalidad, en comparación con la 

posibilidad económica del deudor, de conformidad con los mencionados artículos 

303 y 311 del código civil. 

 
6.1.4. Decisión. Como consecuencia de lo antes expuesto, es fundado el 

procedimiento oral de alimentos en que se actúa. 

 
 
 

7. Proporcionalidad de la pensión. 
 
 

Ahora, corresponde analizar el grado de necesidad y fijar la respectiva 

pensión, acorde a los artículos 308 y 311 del código civil, considerando las 

siguientes particularidades: 

 

 Alimentación. 

 
El acreedor alimentista es un menor de edad, quien requiere de una 

alimentación integral que comprenda todos los grupos alimenticios, para lograr su 

sano crecimiento y desarrollo; ingesta adecuada que redundará en una mejor 

calidad de vida, presente y futura, pues de darse una alimentación inapropiada, ello 

podrá producir afectación a corto o largo plazo, provocando inclusive, una afectación 

seria a su salud atendiendo su condición de “trastorno de espectro autista grado 2”. 

 
 
 

 Vestido y calzado. 

 
Por encontrarse en constante crecimiento, al infante afecto a la causa, debe 

de proporcionársele en la medida de un cambio por día durante la semana, desde 

ropa interior hasta exterior, de acuerdo a las temporadas climáticas del año. Ésta 

debe proveerse al menos 2 dos veces al año, con la correspondiente adecuación 



en talla, peso y/o estatura, lo cual debe contemplar la pensión alimenticia a 

establecerse. 

 

 Habitación. 

 
En lo relativo al rubro de la habitación, tenemos que el acreedor, habita en 

el mismo domicilio que la actora, pues no se demostró lo contrario, inmueble del 

cual no se hizo referencia por la actora que se esté pagando una renta, o bien, que 

es de su propiedad, sin embargo, en dicho hogar se deben erogar gastos por los 

servicios públicos mínimos habituales, como lo son los servicios de luz, agua y gas, 

y demás servicios que generan un gasto mensual ante el costo actual de la vida, y 

por lo tanto se requiere de numerario para cubrir la manutención de dicho inmueble 

por lo que toca a la parte proporcional del acreedor. 

 

 Salud. 

 
Igualmente, en cuanto a la salud debe también tomarse en cuenta que 

cualquier enfermedad eroga un gasto, y que una edad determinada no es factor por 

el cual un organismo no se encuentre propenso a contagiarse o adquirir un malestar 

de ese tipo, mismo que puede llegar a requerir tratamientos diversos, por lo que se 

considera que el gasto que el acreedor pudiera erogar por este concepto, puede ser 

no continuo, de ahí que, el monto que se decrete como pensión alimenticia deberá 

cubrir lo relativo a los gastos médicos que erogue el acreedor, incluyendo las 

contingencias médicas o urgencias que puedan presentarse en cualquier momento. 

 
No obstante lo anterior, tomando en cuenta además que en el caso en 

particular, el acreedor cuenta con derecho a asistencia médica otorgada por el 

Instituto Mexicano del Seguro Social, pues como se advierte del informe rendido por 

dicha institución en fecha 16 dieciséis de octubre de 2025 dos mil veinticinco, el 

demandado cuenta con registro ante esa seguridad social; por lo que dicha cuestión 

habrá de tomarse en cuenta en la pensión a fijar atendiendo a que parte de este 

rubro se cubre de esta forma a favor del acreedor alimentista, pues debe 

considerarse que si el demandado tiene esa prestación laboral, su descendiente 

tendrá también ese importante beneficio. 

 
Sin soslayar que en el caso en particular, la actora mediante escrito de 

demanda, manifestó que el infante afecto a la causa cuenta con diagnóstico de 

padecer trastorno del espectro autista grado 2; allegando para justificar su dicho los 

siguientes documentos: 

 Constancia médica expedida por la Doctora **********Especialista en 

Clínica Cognitivo Conductual; en la cual se hace constar que el infante 

acreedor fue diagnosticado con Trastorno del Espectro Autista Grado 2, 
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implicando este diagnóstico una moderada alteración en atención, 

lenguaje y socialización, con dificultades en el lenguaje al no ser fluido y a 

la expresión, sin contenido informativo, además de repetición de palabras. 

 
Documental privada que cuenta con valor probatorio conforme a lo dispuesto 

en los artículos 239, fracción III, 291, y 373 del código procesal, en razón que no 

fue objetada por la parte contraria, con lo cual, se justifica el diagnostico que 

presenta el acreedor, es decir, Trastorno del Espectro Autista Grado 2, y como parte 

de su tratamiento, se recomienda que el mismo reciba interconsultas con 

neuropediatras, tratamiento neuropsicológico dos veces por semana para 

estimulación de funciones neurocongnitivas en un tiempo al menos de 6 seis meses, 

rehabilitación neurocognitiva para dar pie a neuroplastisidad, resonancia magnética 

y electroencefalograma y revisión de dieta cotidiana. 

 
No obstante lo anterior, se presume que la atención que recibe el infante por 

su diagnóstico, es de manera particular, conforme se ve de la documentación 

mencionada, siendo un hecho notorio que existen algunos servicios que, si bien son 

brindados por el referido instituto de seguridad social, en ocasiones resulta más 

conveniente y menos oneroso atender las afecciones de salud en nosocomios o 

consultorios económicos del sector privado, o bien, también es bien conocido que 

hay servicios de atención psicológica que no son brindados por el referido seguro 

social o que su agenda resulta saturada, por ello, los gastos derivados de las 

necesidades específicas relacionadas con el trastorno del espectro autista que 

padece el menor acreedor —como evaluaciones, terapias y apoyos educativos— 

deben considerarse dentro del marco de los gastos ordinarios y extraordinarios 

que deben ser cubiertos mediante la pensión alimenticia, en cumplimiento del deber 

de corresponsabilidad y del principio de equidad en la distribución de cargas 

parentales. 

 
Ello en razón que existen ordenamientos, como la Ley General para la 

Atención y Protección a Personas con la Condición del Espectro Autista, que 

conforme a lo dispuesto en el artículo 2, tiene por objeto impulsar la plena 

integración e inclusión a la sociedad de las personas con la condición del espectro 

autista, mediante la protección de sus derechos y necesidades fundamentales que 

les son reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 

en los tratados internacionales, sin perjuicio de los derechos tutelados por otras 

leyes u ordenamientos, pues se les reconoce tanto a ellos como a sus familiares, el 

gozar plenamente de los derechos humanos que garantiza la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes aplicables. 



Y que los sujetos, obligados a garantizar el ejercicio de los derechos descritos 

en el artículo anterior, entre otras son sus propios padres, otorgando los alimentos 

y representar los intereses y los derechos de las personas con la condición del 

espectro autista, por lo que dicha cuestión resulta ser una contingencia médica o de 

urgencia que puede presentarse en cualquier momento, y que debe cubrir con el 

monto de la pensión alimenticia definitiva que se fije. 

 
Lo anterior, en protección del derecho humano a la salud del menor de edad 

y tomando en consideración que el numeral 4° de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos establece en su parte conducente lo siguiente: “…Toda 

persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y 

modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia 

de la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general, 

conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución…”. 

 

 Educación. 

 
El acreedor alimentista, por su edad (**********) se infiere que debe de estar 

cursando el nivel de educación **********. De ahí que se toman en cuenta los gastos 

que requieren cubrir dicha acreedora por concepto de inscripciones, cuotas, libros, 

etcétera. 

 
Por lo que dicho rubro igualmente deberá encontrarse integrado en la pensión 

alimenticia; señalando que con relación a dichos gastos de educación que requiere 

el acreedora, en el caso particular es preciso establecer lo preceptuado por el 

artículo 103, fracción III, de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes, que a la letra señala lo siguiente: 

 
“[…] Artículo 103. Son obligaciones de quienes ejercen la patria 

potestad, tutela o guarda y custodia, así como de las demás personas que 
por razón de sus funciones o actividades tengan bajo su cuidado niñas, niños 
o adolescentes, en proporción a su responsabilidad y, cuando sean 
instituciones públicas, conforme a su ámbito de competencia, las 
siguientes:… Asegurar que cursen la educación obligatoria, participar en su 
proceso educativo y proporcionarles las condiciones para su continuidad y 
permanencia en el sistema educativo […] 

 
Debiéndose tomarse en consideración que la actora hace alusión a que su 

menor hijo se encuentra recibiendo una educación de carácter privado, 

mencionando que el padre cubre el 50% cincuenta por ciento de los gastos 

erogados por ese concepto; sin embargo, esa cuestión no fue acreditada con medio 

de prueba fehaciente, ni reconocimiento ficto o expreso del demandado, empero, 

independientemente de esa situación, los gastos de educación estarán sujetos a si 
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la educación es pública o privada por una parte y por la otra condicionados al 

incremento natural de precios, amén de que conllevan gastos no anticipados o 

emergentes como materiales y distintos útiles escolares. 

 

 Sano esparcimiento y recreación. 

 
Este concepto se estima necesario e importante a fin de que el acreedor, 

logre el desarrollo y crecimiento integral idóneo, al asistir a parques y/o centros 

recreativos, de diversiones, deportivos, vacaciones, interacción del infante con su 

familia, amistades y compañeros, mediante la convivencia en esos lugares, al igual 

que en reuniones con motivo de festejos o compromisos propios de la edad. 

 
Este concepto se estima necesario e importante a fin de que los acreedores, 

logren el desarrollo y crecimiento integral idóneo, al asistir a parques y/o centros 

recreativos, de diversiones, deportivos, vacaciones, interacción de las menores con 

su familia, amistades y compañeros, mediante la convivencia en esos lugares, al 

igual que en reuniones con motivo de festejos o compromisos propios de la edad. 

 
Sin soslayar que la parte actora exhibió para justificar gastos relativos a las 

necesidades de su menor hijo, los siguientes documentos: 

 Lista de libros y materiales escolares. 

 Comprobante de inscripción de ciclo escolar (sin firmas, ni sello de 

institución). 

 Imagen de comprobante de transferencia bancaria por la cantidad de 

$1,000.00 (mil pesos 00/100 moneda nacional), (sin información de 

concepto). 

 Imagen de comprobante de transferencia bancaria por la cantidad de 

$2,800.00 (dos mil ochocientos pesos 00/100 moneda nacional), (sin 

información de concepto). 

 Imagen de comprobante de transferencia bancaria por la cantidad de 

$550.00 (quinientos cincuenta pesos 00/100 moneda nacional), por 

concepto de “omega” 

 Imagen de comprobante de transferencia bancaria por la cantidad de 

$440.00 (cuatrocientos cuarenta pesos 00/100 moneda nacional), por 

concepto de “omega” 

 Impresión de fotografía de ticket de compra, por la cantidad de $897.00 

(ochocientos noventa y siete pesos 00/100 moneda nacional). 

 
Documentales privadas, a las cuales también se les otorga valor probatorio 

pleno, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 239, fracción III, 290, 297, 

373 y 383 del Código de Procedimientos Civiles, amén de que no fueron redargüidos 

de falsos por la parte contraria, empero, los mismos solo sirven como elementos 

orientadores, pues aun sin ellos, se requiere que la pensión alimenticia que se llegue 



a fijar cubra los aludidos rubros de alimentación, en los términos previstos por 

nuestra legislación. 

 
En el entendido de que, las necesidades del acreedor, se valoran en un 

contexto general, conforme a lo estatuido en el numeral 308 de la ley sustantiva 

civil, y son estas las que se presumen, por lo que de haber necesidades en lo 

particular o de manera especial (como la condición médica que presenta), la actora 

estaba obligada a justificarlos, como así lo hizo, en el caso de su condición del 

espectro autista. 

 
8. Fijación de la pensión. 

 
 

Así pues, vistas primordialmente las necesidades alimentarias particulares 

del acreedor referido en párrafos precedentes, así como a la capacidad económica 

del deudor alimentario, el suscrito juzgador en uso de la facultad discrecional que le 

confieren los términos de los artículos 303, 308 y 311 del Código Civil, en relación 

con el diverso numeral 1068 del Código de Procedimientos; siendo que lo aquí 

decretado como pensión alimenticia definitiva, es a fin de cubrir las necesidades 

básicas del acreedor alimentista; aunado a que la demandante también se 

encuentra obligada dar alimentos a su hijo, lo cual complementa al tenerlo 

incorporado a su domicilio, es por lo que, atendiendo al principio de proporcionalidad 

contemplado por el artículo 311 del código civil, se decreta como pensión 

alimenticia definitiva a favor del acreedor, la cantidad equivalente al 25% 

veinticinco por ciento del salario y prestaciones que obtiene el demandado, 

por su trabajo, previas las deducciones, únicamente, consideradas de ley; sin 

incluir cualquier otra deducción de índole personal que haya contraído el 

demandado con la empresa para la cual labora. 

 
Lo anterior, considerando que dicho porcentaje es el indispensable a efecto 

de que sean solventados los requerimientos alimentarios más esenciales del citado 

acreedor, como son comida, vestido, habitación, educación y recreación, los cuales 

comprenden la figura de los alimentos; pensión que se determina atendiendo al 

principio de proporcionalidad a que hace referencia el artículo 311 del Código Civil, 

el cual en lo conducente prevé que: “Los alimentos han de ser proporcionados a la 

posibilidad del que debe darlos y a la necesidad del que debe recibirlos…”; pues, 

en cuanto a otras gastos de salud que requiera se tiene que el demandado tiene 

como prestación por su trabajo asistencia médica a través del Instituto Mexicano 

del Seguro Social, como quedó evidenciado en autos, por lo que, su descendiente 

igualmente tiene ese importante beneficio, en tal virtud se exhorta al demandado 

para el caso de que a la fecha no hubiere efectuado el registro de su hijo para que 
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éste pueda hacer uso de la asistencia médica a que tiene derecho, efectúe el trámite 

correspondiente a la brevedad. 

 
No obstante, atendiendo a la necesidad médica que le genera el 

padecimiento que le ha sido diagnosticado al acreedor alimentista, se condena al 

demandado a pagar a la accionante como complemento a la pensión fijada el 50% 

cincuenta por ciento de los gastos de salud que requiera su menor hijo y que 

no sean cubiertos por la atención que brinda la institución de seguridad social; 

incluyendo terapias, y demás requerimientos médicos derivados de su condición 

médica, cantidades que deberán ser entregadas a la parte actora, previo recibo que 

requiera de ella, o mediante consignación judicial ante esta autoridad. 

 
En la inteligencia de que las diversas percepciones variables que pueda 

obtener el demandado, como aguinaldo, prima vacacional, vales de despensa, 

ayudas, premios, etcétera, de la institución para la cual labora auxiliarán para la 

satisfacción de las necesidades alimenticias de su hijo, por lo que, cuando estas se 

obtengan, también deberá aplicarse el porcentaje decretado respecto de las mismas 

a favor del acreedor por concepto de pensión alimenticia. 

 

 
También se toma en consideración la paternidad responsable que deben 

ejercer ambos padres, pues con el porcentaje fijado se considera es lo necesario 

para cubrir las necesidades alimenticias más elementales de su hijo, esto frente a 

la capacidad económica del deudor, sin perderse de vista que la accionante, al igual 

que su contraparte, le asiste la obligación de suministrarle alimentos a su 

descendiente conforme a lo establecido por el numeral 303 del Ordenamiento 

Sustantivo de la materia, quien al tener su custodia material, se reitera, se presume 

que cumple con su obligación al tenerlo incorporado a su domicilio, en términos de 

lo establecido por el numeral 309 del referido ordenamiento civil, y con apoyo en el 

siguiente criterio: 

ALIMENTOS. EL ESTADO DE NECESIDAD DEL ACREEDOR DE LOS 
MISMOS CONSTITUYE EL ORIGEN Y FUNDAMENTO DE LA 
OBLIGACIÓN DE OTORGARLOS. 11 

 
De igual manera encuentra sustento lo anterior en la siguiente tesis visible en 

el Semanario Judicial de la Federación, que reza lo siguiente: 

ALIMENTOS. OBJETIVO FUNDAMENTAL DE LOS. 12 

Lo que antecede, con apoyo en el siguiente criterio: 

 

11
 Época: Décima Época. Registro: 2007724. Instancia: Primera Sala Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación. Libro 11, Octubre de 2014, Tomo I. Materia(s): Civil. Tesis: 1a. CCCLVI/2014 (10a.). Página: 587. 
12

 Novena Época, Tomo II, Julio de 1995. Materia(s): Civil. Tesis: I.6o.C.11 Página: 208, 



PENSIÓN ALIMENTICIA Y ASISTENCIA EN CASO DE ENFERMEDAD. 
LAS OTORGA EL OBLIGADO SI SUS ACREEDORES CUENTAN CON 
LOS SERVICIOS QUE PROPORCIONA EL INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL COMO PRESTACIÓN LABORAL DEL DEUDOR.13 

 
Pues atendiendo a la información rendida por el centro de trabajo del 

demandado, se reitera que dicho importe resulta ser el indispensable para cubrir las 

necesidades más elementales del acreedor alimentista, por ser su sueldo la 

cantidad de $2,647.35 (dos mil seiscientos cuarenta y siete pesos 35/100 moneda 

nacional) semanales, tomando como referencia el recibo de nómina que obra en 

autos, correspondiente a la semana del 17 diecisiete de agosto de 2025 dos mil 

veinticinco; importe al cual deben descontarse las deducciones de ley, como lo es 

“total de impuestos” por la cantidad de $64.93 (sesenta y cuatro pesos 93/100 

moneda nacional). 

 

 
Entonces, lo obtenido por el demandado luego de la deducción legal es el 

importe de $2,582.42 (dos mil quinientos ochenta y dos pesos 42/100 moneda 

nacional), como pago semanal e ingreso neto aproximadamente, si lo obtenido es 

variable considerando las horas extras que trabaje y otros conceptos como premio 

de puntualidad, asistencia, rentas y ayudas, o como en este caso, cambios de 

categoría, por lo que, el 25% veinticinco por ciento del mismo equivale a la 

cantidad de $645.60 (seiscientos cuarenta y cinco pesos 60/100 moneda 

nacional) a la semana; esto sin tomar en cuenta las demás percepciones variables 

que pudiera obtener el demandado, de las que cuando se obtengan, también deberá 

aplicarse el porcentaje decretado respecto de las mismas a favor del acreedor por 

concepto de pensión alimenticia, como lo es comisiones, incentivos, premios por 

asistencia y cambios de categoría. 

 

 
Aunado a ello, no pasan desapercibidas las deducciones que se efectúan al 

demandado; sin embargo, armonizando sus gastos y necesidades propios, con las 

de su hijo, se estima que el porcentaje aquí decretado como pensión alimenticia 

definitiva a cargo del demandado, es proporcional respecto de sus necesidades 

propias de subsistencia frente a las de su acreedor, tomando en consideración que 

el demandado también tiene derecho a una vida digna, reiterándose que en autos 

quedó acreditado que la parte reo tiene aptitud para realizar cursos que le permitan 

generar otros ingresos para satisfacer sus propias necesidades. Sirviendo de 

sustente a lo anterior el siguiente criterio: 

ALIMENTOS. PRESTACIONES QUE DEBEN CONSIDERARSE PARA 
FIJAR LA PENSIÓN. 14 

 

13
 Época: Novena Época Registro: 189419 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XIII, Junio de 2001 Materia(s): Civil Tesis: II.2o.C.278 C Página: 739. 
14

 Época: Décima Época Registro: 160962 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Libro I, Octubre de 2011, Tomo 3 Materia: Civil Tesis: VI.2o.C. 
J/325 (9a.) Página: 1418 
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PENSIÓN ALIMENTICIA. SU MONTO RESULTA CORRECTO TOMANDO 
COMO BASE LA TOTALIDAD DE LAS PERCEPCIONES DEL DEUDOR 
ALIMENTARIO, DISMINUYENDO DEDUCCIONES DE CARÁCTER LEGAL 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ).15 

 
No obstante lo anterior y atendiendo a la retención que por concepto de 

ahorro se le realiza al enjuiciado, se hace la aclaración de que en el momento en 

que se entregue al trabajador el importe total anual por concepto de AHORRO, 

sólo se retenga el 25% veinticinco por ciento del mismo respecto de la 

aportación que el patrón hace (pues en la proporción aportada por el patrón 

sí forma parte del salario), no así del monto ahorrado por el propio empleado, 

toda vez que sobre su personal ahorro cada periodo ya se le está descontado 

al trabajador el importe relativo al 25% veinticinco por ciento decretado, por 

tanto no formó parte de la base salarial para el descuento de la pensión, por 

lo que de realizar descuento sobre el monto de ahorro anual del propio 

trabajador, se estaría realizando un doble cobro, lo cual resultaría indebido. 

 
Sirviendo de apoyo para la anterior determinación, la tesis jurisprudencial 

emitida por el órgano que integra la Suprema Corte de Justicia en la Nación con 

relación a lo previamente determinado, las cuales a la letra dice: 

SALARIO. EL FONDO DE AHORRO ES PARTE INTEGRANTE DE 
AQUÉL.16 

 
Determinación a la que se arriba pues esta obligación alimentaria derivada 

de la ley, deben imperar en ella los principios de equidad y justicia, por ende, en su 

fijación se deberá de atender a las condiciones reales prevalecientes en ese vínculo 

familiar de la que surge este derecho de alimentos, aunado a que el juzgador no 

está obligado a fijar como pensión alimenticia definitiva la misma que con 

anterioridad había señalado con el carácter de provisional, pues si bien es cierto 

que algunas ocasiones la pensión provisional y la definitiva coinciden, ello no quiere 

decir que el aumento o disminución que el juez hubiera efectuado de la pensión 

provisional, antes de dictar sentencia definitiva, necesariamente debe trasladarse a 

ésta, pues de hacerlo así se dejaría prácticamente sin materia la decisión de la 

sentencia. Es preciso examinar cada caso concreto para determinar si debe o no 

fijarse como pensión alimenticia la misma que se fijó como provisional. 

 
Sirviendo de sustento a lo anterior la siguiente jurisprudencia: 

 

 

15
 Época: Novena Época Registro: 180304 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XX, Octubre de 2004 Materia(s): Civil Tesis: VII.3o.C. J/9 Página: 
2172. 
16

 Época: Novena Época Registro: 162722 Instancia: Segunda Sala Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta Tomo XXXIII, Febrero de 2011 Materia(s): Laboral Tesis: 2a./J. 13/2011 Página: 1064 



ALIMENTOS. MONTO DE LA PENSIÓN PROVISIONAL Y DEFINITIVA.17 

 
Por otro lado, no se omite señalar que una pensión alimenticia no sólo debe 

circunscribirse a cubrir las necesidades indispensables para la subsistencia del 

acreedor alimentario, sino también debe comprender lo necesario para que 

sobreviva y tenga lo suficiente, acorde a la situación económico-social a la que se 

encuentra acostumbrado, y se desarrolle la familia de la que forma parte; esto es, 

que si bien en tal asignación no deben existir procuración de lujos ni gastos 

superfluos, tampoco debe ser tan precaria que sólo cubra las necesidades más 

apremiantes o de subsistencia del acreedor. Según se desprende de la 

interpretación armónica, literal y sistemática de los numerales 164, 308 y 311, así 

como también del diverso 303 del código civil. 

 
Esto es así, pues la institución de alimentos no fue creada por el legislador 

para enriquecer al acreedor, o para darle una vida holgada y dedicada al ocio, sino 

simplemente para que pueda vivir con decoro y pueda atender a sus necesidades 

sin que, necesariamente, como ya quedó anotado, sean limitadas a aquellas 

consideradas como apremiantes o vitales para su subsistencia. 

 
Aparte, es de señalarse que el criterio a que se arriba es congruente con los 

pronunciamientos que sobre esta institución jurídica ha sustentado el Supremo 

Tribunal en sus diversas épocas, lo cual se corrobora con las tesis cuyos rubros y 

demás datos de identificación son del tenor siguiente: 

ALIMENTOS. PRECISIÓN DE SU MONTO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE MÉXICO).- 

 
ALIMENTOS. REQUISITOS QUE DEBEN OBSERVARSE PARA FIJAR EL 
MONTO DE LA PENSIÓN POR ESE CONCEPTO (LEGISLACIONES DEL 
DISTRITO FEDERAL Y DEL ESTADO DE CHIAPAS).- 

 
Adicionalmente, no se soslaya que el demandado invocó que cuenta con dos 

acreedores más, respecto de los cuales se menciona que también se le descuenta 

un porcentaje de su salario por concepto de pensión alimenticia (lo cual acreditó 

con copia certificada de la sentencia definitiva dictada en el diverso asunto de 

alimentos, misma que fue previamente valorada), aspecto que como se ha hecho 

patente dentro de la presente resolución, no pasa desapercibido para esta 

autoridad, ya que el propio demandado lo señaló tanto en su escrito de contestación, 

como en el diverso ocurso que fue remitido a esta autoridad en fecha 10 diez de 

noviembre del año próximo pasado, y aunque no se justifica que los acreedores 

inmersos en el asunto judicial diverso **********se encuentren incorporados a su 

domicilio, lo cierto es que en un plano de igualdad como más adelante se precisará, 

es como se considera tal circunstancia para la pensión que aquí se determina, sin 

 

17
 Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 189351 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época 

Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/205 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIV, Julio de 2001, 
página 943Tipo: Jurisprudencia 
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eludir que la progenitora del menor de edad afecto a la causa, como la de los 

diversos acreedores, por disposición de la ley, también se encuentran obligadas a 

dar alimentos a sus hijos, lo que conlleva a que la obligación de proporcionar 

alimentos a su diverso acreedor no recae solo en el demandado, sino también en 

las madres de sus hijos. 

 
Igualmente, como ya se dijo, no pasan por desapercibidas esas 

manifestaciones, pero tampoco el hecho de que se debe garantizar la satisfacción 

de las necesidades del acreedor alimentista de este asunto, en un plano de igualdad 

y de mayor equidad posible; puesto que para fijar el monto de la pensión alimenticia, 

se debe atender al principio de proporcionalidad entre el estado de necesidad del 

acreedor y las posibilidades del deudor, sin que esto implique que únicamente se 

tomen en cuenta la totalidad de los gastos del deudor, puesto que sus posibilidades 

económicas derivan del ejercicio de su actividad laboral, pues en materia de 

alimentos no existe prelación de créditos, entendiéndose por ello que con 

independencia de que existan diversas pensiones alimenticias y obligaciones 

alimentarias, pues su cumplimiento debe hacerse en forma simultánea, es 

decir, en un mismo momento, debido a que los acreedores alimentistas tienen 

un derecho de la misma jerarquía, sin que exista prelación de créditos entre 

ellos, es decir, no existe preferencia de los primeros en relación con los 

posteriores, aun cuando provengan de distintas causas o procedimientos. 

 
Así que, para la manutención de cada uno de sus hijos, se parte de la 

capacidad económica con la que cuenta el demandado, confrontándose de manera 

equitativa con las necesidades del acreedor, pues lo contrario implicaría llegar al 

absurdo de disminuir la pensión alimenticia correspondiente de este juicio, en la 

medida que el demandado tiene otras obligaciones económicas, como son la 

distinta obligación alimenticia por los otros hijos nacidos antes del nacimiento del 

menor de edad afecto a esta causa. 

 
Bajo esas circunstancias es importante precisar lo siguiente: 

 
 

Acorde con el derecho público subjetivo de acceso a la justicia, que se 

encuentra consagrado en el artículo 17 constitucional, cuyo texto establece, en sus 

dos primeros párrafos: 

"Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer 
violencia para reclamar su derecho. Toda persona tiene derecho a que se le 
administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los 
plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera 
pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en 
consecuencia, prohibidas las costas judiciales  " 



De acuerdo con ese precepto de la ley fundamental, toda persona tiene la 

facultad de que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para 

impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones 

de manera pronta, completa e imparcial, mientras que el Estado tiene la obligación 

de establecer tribunales cuyo acceso debe estar, en lo posible, libre de obstáculos 

innecesarios a fin de atender las particularidades de cada caso y resolver lo más 

benéfico atendiendo a las necesidades de quien debe recibir la pensión alimenticia, 

así como las verdaderas posibilidades de quien debe otorgar la misma, debiendo 

analizar el cúmulo de pruebas aportadas, así como anteponer los principios rectores 

del asunto en particular, debiendo proteger a todos los miembros de la familia, 

particularmente a los acreedores alimentistas que sean menores de edad, 

atendiendo al diverso numeral 952 del código de procedimientos, y pronunciar una 

sentencia en la que se fije una pensión alimenticia que cubra el mínimo a fin de 

garantizarles lo indispensable para sus necesidades más apremiantes, así como un 

desarrollo pleno tratándose de menores de edad, el proporcionarles un arte, 

profesión u oficio, mediante el otorgamiento de los conceptos que señala el numeral 

308 del código civil, de manera enunciativa y no limitativa, ya que a través de esa 

figura se pretende que el acreedor viva con decoro, sin menoscabar el patrimonio 

del deudor pues, de lo contrario, se distorsionaría el verdadero y noble fin ético- 

moral de esa institución jurídico-familiar, que es el de proteger y salvaguardar la 

supervivencia de quien no está en posibilidad de allegarse por sus propios medios 

lo necesario para el desarrollo normal de ese valor primario que es la vida. 

 
Sirviendo como apoyo la jurisprudencia 1a./J. **********sustentada por la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la página 

once del Tomo XIV, correspondiente al mes de agosto de dos mil uno, Novena 

Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro y texto: 

ALIMENTOS. REQUISITOS QUE DEBEN OBSERVARSE PARA FIJAR EL 
MONTO DE LA PENSIÓN POR ESE CONCEPTO. 

 
Armónicamente, atendiendo lo anteriormente expuesto, en relación a las 

manifestaciones vertidas por el demandado, en el sentido de que cuenta con otros 

acreedores adicionales al inmerso en este asunto, no es motivo suficiente para 

determinar en monto mayor la disminución de la pensión alimentaria del acreedor 

alimentista del presente asunto, ello por las razones expuestas a continuación: 

 
En el momento en que procreó al menor de edad afecto en este asunto, quien 

cuenta con **********años de edad, estaba plenamente consciente que tenía una 

obligación alimenticia previa que cubrir por la manutención de sus otros dos hijos, 

pues a la fecha se presume que podrían tener **********de edad, por lo que, es a 

todas luces evidente que a la fecha en que el demandado decidió adquirir la 
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obligación con un nuevo acreedor alimentista, lo hizo con plena conciencia de que 

contaba con otros descendientes más, con quienes tiene la obligación de cumplir 

con el pago de un determinado monto por concepto de pensión alimenticia; y por 

tanto, tal circunstancia no constituye un motivo contundente para negar los 

alimentos que se reclaman a favor del acreedor de este juicio, ello así porque, al 

momento en que decidió adquirir una nueva obligación alimenticia para con el 

mismo, ya tenía cognición de su obligación alimentaria respecto de sus hijos nacidos 

con anterioridad a este acreedor, por tanto estaba consciente que ello implicaría 

una carga alimentaria más, además de su obligación de proporcionar alimentos a 

su referida descendiente de este juicio, lo cual conduce a estimar que el enjuiciado, 

consideró que sus posibilidades económicas eran suficientes para afrontar su 

obligación alimentaria con todos y cada una de sus acreedores. 

 
Dicho de otra forma, tenía pleno conocimiento que a los diversos acreedores 

procreados con anterioridad al de este asunto, también tenía que proporcionarles 

una cantidad por concepto de alimentos, y que no se mermaba completamente su 

capacidad económica. Pues el hecho de procrear a la fecha 3 tres hijos, no puede 

considerarse de otro modo, más que estaba plenamente seguro de que puede 

mantenerlos a todos, sin restar a uno sobre otro; de ahí que no se puede premiar 

su decisión procreacional, eximiéndose de la pensión que aquí se le demanda. 

 
Pensar lo contrario, sería tanto como considerar que porque tiene otros hijos, 

la correspondiente pensión al acreedor de este juicio debe negarse u otorgarse en 

una cantidad menor a la de sus otros descendientes, pues como ya se dijo, esto 

representaría tomar en cuenta sólo las erogaciones del deudor, y no las 

necesidades de cada uno de sus acreedores, mismos que no quedarían satisfechas, 

encontrándose en desventaja, al fijar una pensión que no garantice sus elementales 

necesidades. 

 
De igual forma, en ejercicio de una paternidad responsable, y con el fin de 

promover la igualdad en los derechos de sus hijos, no es dable que por el sólo hecho 

de la existencia de otros acreedores, se deban otorgar en menor proporción los 

alimentos de su hijo, sino que debe proporcionarse a todos los descendientes y en 

la medida de sus necesidades particulares, el numerario suficiente para satisfacer 

de forma decorosa los requerimientos vitales de todos y cada uno de ellos, pero de 

ninguna manera restar alimentos a un hijo, para dar más a otro, ya que de ser 

así, se contravendrían los principios de igualdad y autonomía progresiva 

consignados en la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 



Es decir, atendiendo a las máximas legales señaladas en el anterior acápite, 

la obligación alimentaria del deudor, debe repartirse atendiendo las necesidades de 

todos sus acreedores, particularmente las de sus descendientes, por lo que se 

entiende que la situación económica puede ser difícil, pero la responsabilidad 

de proveer para el bienestar de los hijos es prioritaria y el mismo se colocó en 

esa situación (tres dependientes económicos); por tanto es fundamental que 

busque alternativas de empleo o incluso nuevas formas de generar recursos, 

utilizando creatividad e ingenio para superar este obstáculo, por lo que, se le 

invita a esforzarse por cumplir con su obligación alimentaria, pues del diverso 

expediente de alimentos que también es demandado, relacionado a sus otros 

acreedores, se descuenta el 30% treinta por ciento de su salario y 

prestaciones, previas deducciones de ley, siendo actualmente el equivalente 

aproximado a $774.72 (setecientos setenta y cuatro pesos 72/100 moneda 

nacional) semanales, más la cantidad deducida como pensión definitiva fijada 

en este asunto, da un total de $1,420.32 (mil cuatrocientos veinte pesos 32/100 

moneda nacional) a la semana por tres acreedores, quedando un ingreso neto 

semanal de $1,162.10 (mil ciento sesenta y dos pesos 55/100), para satisfacer 

sus propias necesidades, multiplicado por 4 cuatro semanas, se obtiene la 

cantidad de $4,648.40 (cuatro mil seiscientos cuarenta y ocho pesos 40/100) 

mensuales, entonces, el demandado sabedor de sus obligaciones, tendrá que 

ajustarse para efecto de satisfacer las obligaciones alimentarias contraídas con 

cada uno de sus acreedores. 

 
Todo lo que antecede con apoyo en el numeral 952 del ordenamiento 

procesal civil, así como en la Convención sobre los Derechos del Niño, conforme lo 

prescrito en los dispositivos 3, 9, 12, 19, 20, 21 y 27, que en forma preponderante 

constriñen a los tribunales judiciales, a las autoridades administrativas y a los 

órganos legislativos a velar por el interés superior del niño, así como cobra sustento 

en lo que establecen los siguientes criterios: 

PENSIÓN ALIMENTICIA. PARA LA FIJACIÓN DE SU MONTO, DEBEN 
TOMARSE EN CUENTA, EN UN PLANO DE EQUIDAD, LAS 
POSIBILIDADES REALES DEL DEUDOR, DERIVADAS DEL TOTAL DE 
SUS PERCEPCIONES, CONFRONTÁNDOSE CON LAS NECESIDADES 
DE LOS ACREEDORES PERO GARANTIZANDO SU SUBSISTENCIA 

(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE CAMPECHE).18 

ALIMENTOS. PROPORCIONALIDAD DE LOS. (LEGISLACION DEL 
ESTADO DE GUERRERO).19 

 
PENSIÓN ALIMENTICIA. PARA LA FIJACIÓN DE SU MONTO DEBE 
VERIFICARSE  LA  EXISTENCIA  DE  DIVERSOS  ACREEDORES, 
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 Época: Novena Época Registro: 166343 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXX, Septiembre de 2009 Materia(s): Civil Tesis: XXXI.9 C Página: 
3159. 
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Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo III, Marzo de 1996 Materia(s): Civil Tesis: XXI.1o.3 C Página: 880. 



* F200033049041* 
OF200033049041 

JUICIOS EN ESTADO DE SENTENCIA Y SENTENCIADOS 
SE DICTA SENTENCIA DEFINITIVA 

 

ESPECIALMENTE MENORES DE EDAD, AUNQUE NO SEAN PARTE DEL 
JUICIO. 20 

 
INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. LA OBLIGACIÓN CONSTITUCIONAL 
Y CONVENCIONAL DE SU SALVAGUARDA, IMPLICA QUE EN LOS 
PROCEDIMIENTOS RELACIONADOS CON EL TEMA DE ALIMENTOS, 
COMO ES EL INCIDENTE DE SU REDUCCIÓN FIJADA EN SENTENCIA 
O CONVENIO, LAS AUTORIDADES DEBEN PONDERAR LAS 
OBLIGACIONES QUE EL DEUDOR TENGA FRENTE A OTROS 
ACREEDORES, CUYA EXISTENCIA SE DEMUESTRE, AUN CUANDO 

ÉSTOS SEAN AJENOS A LA LITIS. 21 

 
Por lo que, se concluye que aún ante la pensión fijada no se perjudica a los 

acreedores alimentistas diversos, aunado a que restaría un 45% cuarenta y cinco 

por ciento del salario y prestaciones que obtiene el deudor alimentista, mismo que 

se estima suficiente para satisfacer sus necesidades personales. 

 
Bajo ese panorama, se reitera el monto decretado como pensión alimenticia 

dentro del presente asunto, en los términos señalados en párrafos que preceden, 

esto considerado que con dicha cantidad sean solventados los requerimientos 

alimentarios esenciales del acreedor de este asunto. 

 
En la inteligencia de que, con fundamento en el artículo 1072 del Código de 

Procedimientos, la pensión alimenticia que se decreta en este momento, confirma 

en su cuantía a la fijada como provisional dentro del presente asunto; lo anterior en 

virtud de que al tratarse el presente asunto de una controversia de alimentos, los 

cuales miran a la subsistencia del acreedor alimentista, la autoridad debe velar por 

el oportuno cumplimiento de dicha obligación por parte de quien debe otorgarlos. 

 
8.1. Medidas de aseguramiento. 

 
 

En consecuencia, gírese atento oficio a la Dirección de Recursos Humanos 

de “**********”, a fin de que se sirva descontar previas deducciones de ley, por 

concepto de pensión alimenticia definitiva la suma equivalente al 25% veinticinco 

por ciento del sueldo y demás prestaciones que perciba el demandado por motivo 

de su trabajo, previas las deducciones de ley. 
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Entendiéndose por salario, el pago hecho en efectivo por cuota diaria, 

gratificaciones, horas extras, premios, prima vacacional, aguinaldo, 

compensaciones, utilidades e indemnización cualquiera que sea la causa, 

bonificaciones o estímulos, prestaciones en especie y cualquiera otra cantidad o 

prestación que se otorgue al deudor alimentario. 

 
Hecho lo anterior, deberá entregar las sumas respectivas a la parte actora en 

representación de su menor hijo, previa su identificación según la forma y época de 

pago que se estile en ese lugar, haciéndosele de su conocimiento, por tanto, que la 

pensión que ahora se decreta es con carácter de definitiva y confirma la 

determinada en forma provisional. 

 
Apercibido de que en caso de no hacerlo así, se empleará en su contra una 

multa de 60 sesenta cuotas, con base al valor diario de la unidad de medida y 

actualización (UMA), la cual se graduará y cuantificará al momento de la infracción. 

Multa que se fija en atención a las consecuencias perjudiciales que su omisión 

ocasionaría a los acreedores alimentistas y a la administración de justicia. Debe 

tenerse presente que la orden de descuento decretada deriva de una controversia 

de alimentos, la que por su naturaleza es de orden público, y mira a la subsistencia 

de los acreedores, aunado a que el tercero que auxiliará es una persona moral de 

derecho mercantil; de ahí que su otorgamiento es de suma urgencia. 

 
9. Ajuste de la pensión alimenticia. 

 
 

La pensión alimenticia podrá modificarse en su cuantía, previo el 

procedimiento respectivo, para que esté ajustada permanentemente a las 

necesidades del acreedor alimentista y a las posibilidades del obligado a 

proporcionar alimentos. Lo anterior con fundamento en los artículos 1071 del código 

de procedimientos y 311 del código civil. 

 

 
10. Prevención y apercibimiento para el deudor alimentista. 

 
 

Se previene al demandado que para el caso de que cambien sus 

circunstancias económicas, lo haga del conocimiento de esta autoridad dentro del 

término de 30 treinta días, a través de la vía y forma legal que corresponda. 

 

 
Así mismo, se previene al demandado que, dentro del término de 15 quince 

días haga del conocimiento de esta autoridad, a través de la vía y forma legal que 

corresponda: 1.- Cualquier cambio en su empleo; II.- El lugar y localización de esté; 

y III.- El trabajo, puesto, cargo o comisión que desempeñará. De no hacerlo así, se 
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le impondrá en su contra una multa de hasta 120 ciento veinte cuotas, las cuales se 

determinaran con base al valor de la Unidad de Medida y Actualización (UMA) en 

términos del artículo 26 apartado B) de la Constitución, misma que se graduará y 

cuantificará con base en el monto que esté vigente al momento de la infracción. 

 
11. Gastos y costas. 

 
 

Ahora bien, se procede en este apartado analizar lo conducente a los gastos 

y costas. 

 
En este sentido, se tiene que el artículo 90 del Código de Procedimientos, 

dispone que en toda sentencia definitiva o interlocutoria dictada en asuntos de 

carácter contencioso, se hará forzosamente condenación en costas, determinando 

cuál de las partes debe pagar a la parte contraria las costas que se le hayan causado 

en el juicio. 

 
Por su parte, el diverso numeral 91 del ordenamiento procesal en comento 

establece que siempre serán condenados en costas el litigante que no obtenga 

resolución favorable sobre ninguno de los puntos de su demanda y el que fuere 

condenado en absoluta conformidad con la reclamación formulada en su contra. 

 
Empero, tenemos que de acuerdo a las circunstancias del caso, como lo es 

que se trata de un asunto del orden familiar, específicamente sobre los alimentos 

de menores de edad, con fundamento en los artículos 1°22 y 4° de la Constitución 

Política, y las convenciones internacionales que prevén esos derechos 

fundamentales, no es factible hacer condena alguna a cargo de algunas de las 

partes; por tanto, se declara que ambos contendientes deberán soportar sus 

propios gastos y costas erogadas por el trámite de este asunto. 

 
Sirviendo de apoyo para la anterior determinación, el siguiente criterio: 

GASTOS Y COSTAS. ES IMPROCEDENTE LA CONDENA A SU PAGO EN 
LOS JUICIOS O PROCEDIMIENTOS RELACIONADOS CON EL 
DERECHO FAMILIAR, E IGUALMENTE, CON EL DE MENORES DE EDAD 
O INCAPACES (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). 23 

 
12. Resolutivos. 
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Primero Es fundado el juicio oral de alimentos promovido por **********en 

representación de su hijo menor de edad ********************en contra de **********, 

según expediente judicial**********. 

 

 
Segundo. Se condena a la parte demandada al pago por concepto de 

pensión alimenticia definitiva, en favor del acreedor, por la cantidad correspondiente 

al 25% veinticinco por ciento, del sueldo y demás prestaciones que perciba el 

demandado por motivo de su trabajo, previas las deducciones de ley. 

 

 
En consecuencia gírese atento oficio a la Dirección de Recursos Humanos 

de “**********”, para que proceda a descontar el porcentaje antes aludido y lo 

entregue, previas las deducciones de ley, a la parte actora, previa identificación, así 

como recibo que al efecto suscriba, según la época y forma de pago que se estile 

en dicho lugar. En caso de no hacerlo así, se empleará en su contra una multa de 

hasta 120 ciento veinte cuotas, con base al valor diario de la unidad de medida y 

actualización (UMA), la cual se graduará y cuantificará al momento de la infracción. 

En el entendido de que, en el momento en que se entregue al empleado del importe 

total anual por concepto de AHORRO, sólo se retenga el 25% veinticinco por ciento 

del mismo respecto de la aportación que la empresa hace (pues en la proporción 

aportada por la misma sí forma parte del salario), no así del monto ahorrado por el 

propio empleado. 

 

 
Tercero: De igual manera, se condena al demandado a pagar a la accionante 

como complemento a la pensión fijada el 50% cincuenta por ciento de los gastos 

de salud que requiera su menor hijo y que no sean cubiertos por la atención médica 

que brinda el instituto de seguro social; incluyendo terapias, y demás requerimientos 

médicos derivados de su condición, cantidades que deberán ser entregadas a la 

parte actora, previo recibo que requiera de ella, o mediante consignación judicial 

ante esta autoridad. 

 

 
Asimismo, para el caso de que a la fecha el demandado no hubiere efectuado 

el registro de su hijo como derechohabiente de la prestación de servicio de salud 

con que cuenta, se le exhorta para que a la brevedad efectúe el trámite 

correspondiente. 

 

 
Cuarto. La pensión alimenticia decretada podrá modificarse en su cuantía, 

previo el procedimiento respectivo, a fin de que esté ajustada permanentemente a 

las necesidades del acreedor alimentista y a las posibilidades del obligado a 

proporcionar alimentos. 
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Quinto. Se previene al demandado que para el caso de que cambien sus 

circunstancias económicas, lo haga del conocimiento de esta autoridad dentro del 

término de 30 treinta días, a través de la vía y forma legal que corresponda. 

 
De igual forma, se previene al demandado que, dentro del término de 15 

quince días haga del conocimiento de esta autoridad, a través de la vía y forma legal 

que corresponda: 1.- Cualquier cambio en su empleo; II.- El lugar y localización de 

esté; y III.- El trabajo, puesto, cargo o comisión que desempeñará. De no hacerlo 

así, se le impondrá en su contra una multa de hasta 120 ciento veinte cuotas, las 

cuales se determinaran con base al valor de la Unidad de Medida y Actualización 

(UMA) en términos del artículo 26 apartado B) de la Constitución, misma que se 

graduará y cuantificará con base en el monto que esté vigente al momento de la 

infracción. 

 
Sexto. Se declara que no se hace condenación en costas, por lo que cada 

una de las partes deberá soportar las que haya erogado con motivo del presente 

asunto. 

 
Notifíquese personalmente. Así lo resuelve y firma el licenciado Rodimero 

García Gauna, Juez Segundo de Juicio Familiar Oral del Tercer Distrito Judicial del 

Estado, ante la presencia del licenciado Ulises Axel Arenas Durán, Secretario 

adscrito a la Coordinación de Gestión Judicial de los Juzgados de Juicio Familiar 

Oral del Poder Judicial en el Estado, Nuevo León, que autoriza. Doy fe. 

 
La resolución que antecede se publicó en el Boletín Judicial del Estado con 

número 9008 del día 4 de marzo del año 2026. Doy fe. Licenciado Ulises Axel 

Arenas Durán. Secretario. 

 
Elena 

 
 

 
Este documento constituye una versión pública de su original. En consecuencia, se suprimió toda aquella información considerada 
legalmente como confidencial, en virtud de encuadrar en los supuestos normativos previstos en el artículo 3 de la Ley General de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y en los artículos 3 y 141 de la Ley de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública del Estado de Nuevo León. 


